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esta Sala de Decisión resalta que la autoridad cuestionada analizó el marco jurídico aplicable al caso, respecto del cual la parte accionante adujo su interpretación errónea dentro del proceso de nulidad electoral promovido por el [actor] contra el acto que declaró la elección de los miembros de la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga. Lo anterior encuentra fundamento en que la sentencia de 29 de enero de 2018, abordó el estudio de «Los derechos de las minorías políticas y de la oposición al Gobierno a participar en las Mesas Directivas de los Concejos Municipales», de lo cual se arribó a la conclusión que el artículo 112 constitucional y el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, si bien se refieren a la participación de los miembros de las corporaciones públicas en las respectivas mesas directivas, lo cierto es que, dichas normas, de manera armónica, otorgan el derecho a integrar los mencionados cargos directivos tanto a los partidos políticos que hacen parte de la minoría, como a aquellos que se declaren en oposición al gobierno municipal. (…) En ese orden de ideas, es evidente que con cada uno de los preceptos referidos, el fin perseguido consiste llanamente en dar oportunidad a los integrantes de aquellos partidos y/o movimientos políticos que acrediten una de las dos condiciones, ser minoría o ser de la oposición, puesto que no se trata de la prevalencia de una norma respecto de la otra, como erradamente lo planteó el tutelante. Ahora bien, resalta la Sala que no le asiste razón al actor en relación con el argumento consistente en que, el Partido Opción Ciudadana dejó de ser minoría al haber generado una alianza con el partido mayoritario – Partido Liberal –, toda vez que, tal como lo expuso la autoridad enjuiciada, la condición minoritaria deviene de la forma en que se haya integrado la Corporación (…) De esta manera, teniendo en cuenta que el Concejo Municipal de Bucaramanga está integrado principalmente por el Partido Liberal que cuenta con 10 concejales, el cual, a su vez, se encuentra aliado en oposición al gobierno municipal con dos de los partidos que son minoría en dicha Corporación, resulta válido concluir que no necesariamente los demás integrantes de los partidos con menor representación como el Centro Democrático, el Partido Social de Unidad Nacional, Cambio Radical, Alianza Social Independiente – ASI – y el Polo Democrático Alternativo deben tener participación en dicha Corporación, en atención a su condición neutral o independiente. Pues como se expuso con anterioridad, un concepto es relativo al de oposición y otro al de mayorías. Corolario, es necesario hacer énfasis en que si bien dos de los partidos minoritarios se encuentran actualmente aliados con el que ostenta la mayoría en la referida Corporación para hacer oposición al gobierno municipal, lo cierto es que ello no varía en nada su condición de minorías en términos de representación, puesto que dichos partidos continúan en su estado minoritario al interior del concejo, lo cual es directamente proporcional al número de curules obtenidas en el Congreso de la República, de tal manera que en cualquier momento pueden decidir disolver el pacto de coalición y pasar a ser independientes o adeptos del gobierno, aspecto de relevancia, puesto que la afinidad de ideología política no implica necesariamente que un partido sea subsumido por otro. De lo expuesto, esta Sala de Decisión destaca que los derechos de la oposición bajo ninguna perspectiva podrían verse afectados o limitados por la existencia de alianzas entre partidos de una u otra postura política al interior de un cuerpo colegiado, por el contrario, lo que se patrocina es la pluralidad en el ejercicio de esta actividad que se caracteriza por ser altamente dinámica, y en ese orden, el alcance de la norma que el demandante adujo como vulnerada, no cercena la posibilidad que tienen tanto los partidos minoritarios como los de oposición en tener su representación en las mesas directivas. En el caso sub lite se observa que la primera vicepresidencia del Concejo Municipal de Bucaramanga fue designada al concejal [P.N.A.M.], miembro del partido minoritario Opción Ciudadana que, sin perjuicio de integrar el pacto de oposición, desarrolla cabalmente el cumplimiento de lo ordenado en el inciso 2 del artículo 112 superior
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Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER

Acción de Tutela – Fallo de segunda instancia

Se pronuncia la Sala sobre la impugnación interpuesta por la parte actora contra la sentencia de 15  de agosto de 2018, por medio de la cual el Consejo de Estado Sección Cuarta, declaró la improcedencia de la acción tutela de la referencia. 

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

El señor Jorge Edgar Flórez Herrera
, mediante apoderado judicial y con escrito presentado el 6 de julio de 2018, interpuso acción de tutela contra del Tribunal Administrativo de Santander, autoridad judicial que conoció del proceso de nulidad electoral identificado con el radicado número 68001-33-33-007-2017-00243-01, promovido contra el acto de elección de los miembros de la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga para el periodo 2018.
Lo anterior, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y derecho de las minorías políticas a ejercer control político, que consideró vulnerados como consecuencia de la decisión adoptada en la sentencia de 29 de enero de 2018, con la que el Tribunal Administrativo de Santander revocó el fallo de primera instancia que había accedido a las pretensiones de la demanda para, en su lugar, denegarlas.

1.2. Hechos

La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

· El Concejo Municipal de Bucaramanga está integrado por 19 concejales, quienes actualmente se encuentran repartidos en dos coaliciones
, así: i) la mayoritaria de oposición al gobierno municipal, - porque el alcalde es Rodolfo Hernández Suárez
 –,   integrada por 10 concejales del Partido Liberal, 1 concejal del Partido Opción Ciudadana, y otro por el Movimiento Alternativo Indígena y Social - MAIS; y ii) la minoritaria neutral o independiente compuesta por 1 concejal del Partido Centro Democrático, 2 concejales por el Partido Cambio Radical, 2 concejales del Partido Social de Unidad Nacional, 1 por el Partido Alianza Social Independiente – ASI, y otro por el Partido Polo Democrático Alternativo.

· El 6 de junio de 2017 el Concejo Municipal de Bucaramanga se constituyó en sesión plenaria, en la cual se eligió la Mesa Directiva para el periodo 2018. Mediante Acta No. 086 de la misma fecha, quedó registrado el nombre de los concejales que resultaron electos, así: i) presidenta: Nancy Elvira Lora
; ii) primer vicepresidente: Pedro Nilson Amaya Martínez
; y iii) segunda vicepresidenta: Martha Antolinez García
.

· El concejal Jorge Edgar Flórez Herrera promovió proceso de nulidad del acto mediante el cual se declaró la elección de los miembros de la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga para el periodo 2018. A su juicio, el referido acto fue expedido de manera ilegal al infringir lo establecido en el inciso 2º del artículo 112 de la Constitución Política
 – modificado por el artículo 5º del acto legislativo No. 01 de 2003 –, el cual prevé la participación de las bancadas minoritarias en la dirección de las corporaciones públicas.

· En primera instancia conoció el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Bucaramanga, judicatura que mediante sentencia de 26 de octubre de 2017 resolvió acceder a las pretensiones de la demanda, al concluir que la elección del señor Pedro Nilson Amaya como primer vicepresidente de la referida mesa directiva, si bien cumple de manera formal lo preceptuado en la norma ejusdem, lo cierto es que «…no implica de suyo la efectividad o garantía de los derechos a la real participación de las minorías políticas en la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga periodo 2018, en virtud del inciso 2 del Art. 112 superior…».

Lo anterior, por cuanto el partido Opción Ciudadana – partido minoritario – se encuentra en coalición con el Partido Liberal y el Movimiento Alternativo Indígena y Social – MAIS, los cuales, a su vez, conforman la alianza mayoritaria y de oposición al gobierno municipal, condición que, a juicio del Juez a quo, «…implica que no representa partidos minoritarios al interior de la Corporación…»

· El Tribunal Administrativo de Santander al desatar el recurso de apelación interpuesto por los concejales electos, en sentencia de fecha 29 de enero de 2018, revocó la anterior decisión para en su lugar denegar las pretensiones de la demanda al considerar que en el acto demandado, se encontró: i) ampliamente satisfecho el contenido previsto en el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, debido a que dos de los integrantes de la mesa directiva pertenecen a dos de los partidos declarados en oposición del gobierno municipal de Bucaramanga; y ii) la exigencia del artículo 112 superior también se cumple en la medida en que uno de los partidos minoritarios ocupa uno de los cargos de la mesa directiva pluricitada.

1.3. Fundamentos de la acción

A juicio de la parte actora el Tribunal Administrativo de Santander vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso, de acceso a la administración de justicia y derecho de las minorías políticas a ejercer control político, con la expedición de la sentencia de 29 de enero de 2018, por cuanto en ella incurrió en causal específica de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial de violación directa de la Constitución.

1.3.1. Lo anterior, porque con «… la expedición de la providencia judicial de fecha 29 de enero del año en curso, en tanto que la misma desconoció los postulados constitucionales consignados en el artículo 40 y 112, en los cuales se instituyen los derechos políticos de ejercicio y conformación del poder político, los cuales se pueden ver garantizados por la participación de partidos minoritarios…»
Lo anterior encuentra fundamento en que, si bien la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga está integrada por dos personas que pertenecen a los grupos de oposición al gobierno municipal de dicho ente territorial, lo cierto es que no cumple con lo previsto en el inciso 2º del artículo 112 superior, por cuanto dicho precepto normativo establece la participación de los partidos y movimientos minoritarios en la dirección de los cuerpos colegiados. 

Adicionó que el Tribunal cuestionado, al tratar de darle relevancia al contenido del artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, frente a lo estipulado en el inciso 2º del artículo 112 constitucional, olvidó que «…dentro de una interpretación sistemática en ningún momento excluye la protección de los partidos políticos minoritarios que no se declaren en oposición para ocupar un cargo dentro de la mesa directiva de las Corporaciones Públicas.» 

1.3.2. Finalmente, señaló que la actual mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga, con ocasión de la demanda de nulidad electoral interpuesta por el actor, durante el primer periodo de sesiones ordinarias de la vigencia 2018, ha impedido el ejercicio del derecho constitucional a tener iniciativas para ejercer el control político, al no agendar ninguno de los debates solicitados por la coalición minoritaria. 

1.4. Pretensiones:

A título de amparo formuló las siguientes:

«(…) Sírvase REVOCAR la sentencia proferida el 29 de enero de 2018 por el Tribunal Administrativo de Santander, mediante la cual se revoca las decisiones emanadas en providencia de fecha 26 de octubre de 2017, expedida por el Juzgado Séptimo Administrativo oral del Circuito de Bucaramanga(…) y en su lugar, sírvase CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la administración de justicia, y el derecho de las minorías políticas a ejercer control político, en favor del suscrito.

En consecuencia de lo anterior, sírvase ordenar al Concejo Municipal de Bucaramanga a realizar nuevamente la elección de la Mesa Directiva de la Corporación para la vigencia 2018 garantizando la participación de los partidos políticos declarados independientes o neutrales que se encuentran en situación de vulnerabilidad...» 

1.5. Trámite de la acción 

Con auto de 11 de julio de 2018
, se admitió la solicitud de tutela y ordenó su notificación a la parte actora, a los Magistrados del Tribunal Administrativo de Santander en su condición de autoridad judicial demandada, para que en un término de 2 días rindiera informe sobre los hechos expuestos en la solicitud de amparo.

En la misma providencia, se vinculó en calidad de terceros con interés a los señores Nancy Elvira Lora, Pedro Nilson Amaya Martínez y Martha Antolinez García, quienes actualmente conforman la junta directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga e intervinieron en el proceso de nulidad electoral.  

1.6. Contestaciones

Ordenada la notificación y surtidas las respectivas comunicaciones únicamente contestó:

1.6.1. Tribunal Administrativo de Santander  

A través de correo electrónico enviado a la Secretaría General del Consejo de Estado el 26 de julio de 2018, la Magistrada Ponente de la decisión cuestionada solicitó que se despacharan desfavorablemente las pretensiones de la solicitud de amparo en los siguientes términos:

i) Advirtió que el señor Flórez Herrera interpretó de manera errónea el inciso 2º del artículo 112 superior, puesto que un partido minoritario que ejerce la oposición puede ocupar la primera vicepresidencia de un concejo municipal, sin importar que su posición política coincida con la postura adoptada por el grupo mayoritario.

Así mismo, indicó que dentro del proceso de nulidad electoral quedó probado que en el referido cargo fue electo un miembro del partido Opción Ciudadana – por conquistar una curul en la Corporación -, el cual pertenece a las minorías y se declaró en oposición del gobierno municipal.  

ii) Señaló que el demandante planteó argumentos con base en hechos posteriores a la expedición del acto demandado, en ese sentido, explicó que los hechos que generan la nulidad de los actos administrativos deben ser anteriores o concomitantes a la expedición del mismo, por tanto, la dinámica que ha tenido la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga  en el año 2018 en relación con los partidos de posición independiente, no pueden llevar al juez administrativo a declarar la nulidad de la elección.

iii) Manifestó que en el asunto sub examine, no se evidenció la interpretación errónea del artículo 112 constitucional, por parte del Tribunal censurado.

Finalmente, concluyó que es evidente que lo pretendido por el actor radica en que no comparte la interpretación de las normas constitucionales y legales realizada por el Tribunal Administrativo de Santander, que sirvió como fundamento en la expedición de la sentencia de 29 de enero de 2018, la cual fue dictada en virtud del principio de la autonomía e independencia judicial. 

1.6.2. Mediante oficio radicado en la Secretaría General del Consejo de Estado el 9 de noviembre de 2018, el señor Jorge Edgar Flórez Herrera aportó un CD, el cual contiene un video de una de las sesiones desarrolladas por el Concejo Municipal de Bucaramanga. 

1.6.3. Los señores Nancy Elvira Lora, Pedro Nilson Amaya Martínez y Martha Antolinez García, pese a que fueron notificados como consta a folios 15 a 17 del expediente de tutela, guardaron silencio. 

1.7. Sentencia de primera instancia 

El Consejo de Estado, Sección Cuarta con sentencia de 15 de agosto de 2018 declaró la improcedencia del amparo solicitado, al considerar que: 

i) En el escrito de tutela se traen a colación los mismos argumentos que fueron planteados en la demanda de nulidad electoral, por tanto, lo que pretende el actor, es reabrir un debate ya zanjado ante el juez de instancia.

ii) Agregó que el argumento consistente en que la actual mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga no agendó ninguno de los debates para el control político solicitados por la coalición minoritaria, recae sobre la conducta adoptada por los actuales miembros de dicha dirección, en ese orden, es evidente que el reparo no está dirigido a atacar la sentencia de 29 de enero de 2018. 

Concluyó que la acción de tutela es improcedente por cuanto lo pretendido por el demandante, consiste en revivir la discusión de legalidad que ya fue abordada en el proceso de nulidad electoral.

El fallo de tutela de primera instancia fue notificado mediante correos electrónicos enviados el 5 de septiembre de 2018
.
1.8. Impugnación 

La parte actora impugnó el fallo de primera instancia con memorial presentado el 5 de septiembre de 2018
. Expuso sus motivos de inconformidad en el siguiente sentido: 

i) Como primera medida, adujo que si bien en el escrito de tutela se exponen argumentos que fueron abordados en el proceso de nulidad electoral, lo cierto es que también propuso elementos de discusión relacionados con la vulneración de derechos fundamentales, tales como los previstos en los artículos 40  y 229 de la Constitución Política.

ii) De otro lado, arguyó que confirmar la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Santander conllevaría a «…impactar de forma nociva las dinámicas democráticas que se agrupan en coaliciones que puedan hacer nugatoria (sic) el ejercicio de control político y de otras determinaciones.» 

De conformidad con lo anterior, concluyó que la tutela es el mecanismo idóneo y eficaz para evitar la vulneración de los derechos fundamentales del suscrito como concejal del municipio de Bucaramanga, y en esa misma vía, de ampararse tales derechos deprecados, se obtendría un impacto positivo para las dinámicas de los órganos de elección popular en virtud de los principios «…de equilibrio de poderes, pluralidad política, ejercicio del control político, y protección a las minorías políticas en situación de vulnerabilidad.»

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación interpuesta por la parte actora contra de la sentencia de 15 de agosto de 2018 proferida por el Consejo de Estado Sección Cuarta, de conformidad con lo establecido por el artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015 modificado por el Decreto 1983 de 2017, y el Acuerdo 55 de 2003. 

2.2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si confirma, modifica o revoca el fallo de tutela de 15 de agosto de 2018 por medio del cual el Consejo de Estado, Sección Cuarta, declaró la improcedencia de la acción de tutela interpuesta por la parte actora. 

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) el criterio de la Sala sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela de la referencia y; (iii) el caso concreto.

2.3. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede  interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

2.4. Análisis sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva  

2.4.1. Al aplicar los presupuestos conceptuales anotados al caso objeto de estudio, es imperioso concluir que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad, toda vez que no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues la providencia que se censura corresponde a una decisión de segunda instancia proferida por el Tribunal Administrativo de Santander en el marco del proceso de nulidad electoral promovido por el señor Jorge Edgar Flórez Herrera contra el acto mediante el cual se declaró la elección de los miembros de la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga. 

2.4.2. Ahora bien, tampoco existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad en relación con el acatamiento del requisito de inmediatez, toda vez que la providencia que se acusa como vulneradora de derechos fundamentales fue proferida y notificada por correo electrónico el 29 de enero de 2018, cobrando fuerza ejecutoria el día 1º de febrero del mismo año y, la solicitud de amparo constitucional se presentó el 6 de julio de la presente anualidad, lo que para la Sala es un término razonable para el uso del mecanismo de amparo constitucional.

2.4.3. Por otra parte, en consideración a la subsidiariedad es evidente el agotamiento de los recursos ordinarios, ya que por tratarse de una segunda de instancia, no existe mecanismo judicial para controvertirla. En tal sentido, no dispone de otros medios de defensa judicial, ordinarios o extraordinarios, para censurar la providencia proferida por la autoridad judicial cuestionada.
Además, los cargos alegados no encuadran en las causales previstas señaladas en los artículos 248 y 256 de la Ley 1437 de 2011, para que proceda el recurso extraordinario de revisión o de unificación de jurisprudencia. 
Así las cosas, al concurrir los requisitos de procedibilidad adjetiva, concierne a la Sala abordar el estudio del asunto planteado de fondo. 

2.5. Caso concreto

2.5.1. Corresponde a la Sección Quinta del Consejo de Estado establecer si, de acuerdo con el cargo expuesto por el peticionario tanto en el libelo introductorio como en el escrito de impugnación, en el caso concreto, se configuró la causal específica de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia judicial de violación directa de la Constitución. 

2.5.2. Anticipa la Sección que la decisión del juez a quo de declarar la improcedencia de la acción de tutela será modificada para, en su lugar, negar el amparo. 

En relación con la violación directa de la Constitución, encuentra la Sala que la parte actora sustentó que, si bien la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga está integrada por personas que pertenecen a los grupos de oposición al gobierno municipal de dicho ente territorial, lo cierto es que la autoridad judicial demandada hizo prevalecer el artículo 22
 de la Ley 1551 de 2012 frente lo previsto en el inciso 2º del artículo 112 superior, norma que establece la participación de los partidos y movimientos minoritarios en la dirección de los cuerpos colegiados, en los siguientes términos:

«ARTICULO 112. <Artículo modificado por el artículo 5 del Acto Legislativo 1 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> 

(…)

Los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos.» (Énfasis de la Sala)

Adicionalmente, adujo que el Partido Opción Ciudadana dejó de ser minoría, al pactar una alianza política con el Partido Liberal y el Movimiento Alternativo Indígena y Social – MAIS –, quienes conforman la mayoría en el concejo de Bucaramanga.

En síntesis, a juicio del actor, la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga debe estar integrado por algún miembro de la Corporación que haga parte de las minorías políticas.  

Por su parte, el Tribunal Administrativo de Santander en providencia de 29 de enero de 2018, señaló:

« (…) La Sala destaca que el inciso segundo del artículo 112 de la Constitución de 1991 establece que los partidos y movimientos políticos con personería jurídica tienen “derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos… Al ser esta una disposición constitucional, tiene eficacia directa y no requiere de desarrollo legal para ser aplicada por las autoridades públicas.

Por su parte, el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012 consagra que los partidos que se declaren en oposición al Alcalde, tienen “participación en la primera vicepresidencia del Concejo”. Advierte la Sala que esta disposición consagra un mínimo de representatividad de la oposición municipal en la mesa directiva de los Concejos Municipales. Para la Sala, nada impide que esos partidos puedan llegar a ocupar la Presidencia del Concejo, por lo que a título indicativo, se podría valorar que es válida la elección de una Mesa Directiva en la que un partido de oposición ocupe la Presidencia y no la Primer Vicepresidencia, pues la finalidad de la norma se satisface ampliamente.

Finalmente, en este punto debe la Sala hacer notar que la titularidad de esos derechos no se altera por la existencia de coaliciones dentro del Concejo Municipal, pues de cara a las citadas normas tales situaciones no son jurídicamente relevantes para su interpretación u aplicación al no estar descritas en el supuesto de hecho de las normas en cita. Esto es importante pues la parte demandante, a lo largo del proceso ha sustentado su cargo de nulidad en que el derecho previsto en el artículo 112 superior corresponde a la bancada minoritaria, que particularmente en el Concejo de Bucaramanga no ejerce oposición. Para la Sala dicha interpretación no es admitida por la disposición del artículo 112  constitucional. (…)

Con la certificación del 23 de agosto de 2017 emitida por el Secretario General del Concejo Municipal de Bucaramanga, que obra a folio 209 del expediente, (…) se puede concluir que : (i) el Partido Liberal colombiano es el partido mayoritario, y (ii) todos los demás partidos son minoritarios, incluyendo Opción Ciudadana (…) se tiene que el concejal Pedro Nilson Anaya Martínez quien representa al Partido Opción Ciudadana “se declaró en oposición al gobierno del Alcalde RODOLFO HERNÁNDEZ SUÁREZ, mediante oficio leído en Sesión Plenaria del 10 de Enero de 2016, tal como se muestra registrado en el Acta Corporativa del Concejo Municipal de Bucaramanga No. 022-2016. (…)

La Sala no puede compartir los argumentos expuestos a lo largo del proceso que exigen que sea uno de los partidos minoritarios que no ejerce la oposición al Gobierno de la ciudad, quien ocupe uno de los escaños de la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga. Si acogiera tal postura estaría negando la libertad que tienen los partidos políticos de definir su línea política, y se vería como un castigo en particular al Partido Opción Ciudadana y el MAIS por seguir una postura coincidente con el Partido Liberal, que es el mayoritario. (…) dicho de otro modo: las minorías políticas del Concejo de Bucaramanga no pierden el derecho previsto en el artículo 112.2 superior por la postura política que asuman frente al gobierno municipal.»
De conformidad con lo expuesto, de manera preliminar la Sala señala que el cargo planteado por la parte actora no tiene vocación de prosperidad, toda vez que de la providencia censurada se puede observar con claridad que el Tribunal Administrativo de Santander falló conforme a derecho y a los supuestos fácticos probados en el proceso de nulidad electoral, teniendo en cuenta las razones que pasan a explicarse:

2.5.2.1. Como primera medida, esta Sala de Decisión resalta que la autoridad cuestionada analizó el marco jurídico aplicable al caso, respecto del cual la parte accionante adujo su interpretación errónea dentro del proceso de nulidad electoral promovido por el señor Jorge Edgar Flórez Herrera, contra el acto que declaró la elección de los miembros de la mesa directiva del Concejo Municipal de Bucaramanga.

Lo anterior encuentra fundamento en que la sentencia de 29 de enero de 2018, abordó el estudio de «Los derechos de las minorías políticas y de la oposición al Gobierno a participar en las Mesas Directivas de los Concejos Municipales», de lo cual se arribó a la conclusión que el artículo 112 constitucional y el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012, si bien se refieren a la participación de los miembros de las corporaciones públicas en las respectivas mesas directivas, lo cierto es que, dichas normas, de manera armónica, otorgan el derecho a integrar los mencionados cargos directivos tanto a los partidos políticos que hacen parte de la minoría, como a aquellos que se declaren en oposición al gobierno municipal.

Así, el inciso 2º del artículo 112 superior reza que los partidos y movimientos minoritarios que tengan personería jurídica, tendrán derecho a conformar las mesas directivas de las corporaciones públicas; de otro lado, el artículo 22 de la Ley 1551 de 2012 consagra que los partidos que se declaren en oposición al alcalde, tendrán participación en la primera vicepresidencia del concejo. 

En ese orden de ideas, es evidente que con cada uno de los preceptos referidos, el fin perseguido consiste llanamente en dar oportunidad a los integrantes de aquellos partidos y/o movimientos políticos que acrediten una de las dos condiciones, ser minoría o ser de la oposición, puesto que no se trata de la prevalencia de una norma respecto de la otra, como erradamente lo planteó el tutelante.

2.5.2.2. Ahora bien, resalta la Sala que no le asiste razón al actor en relación con el argumento consistente en que, el Partido Opción Ciudadana dejó de ser minoría al haber generado una alianza con el partido mayoritario – Partido Liberal –, toda vez que, tal como lo expuso la autoridad enjuiciada, la condición minoritaria deviene de la forma en que se haya integrado la Corporación, y en ese sentido, es dable hacer hincapié, en que el Concejo Municipal de Bucaramanga ha sido conformado según la voluntad del electorado.   

Adicional a lo anterior, es preciso señalar que en materia electoral, el juez realiza un juicio estricto de legalidad de los actos que se cuestionan a través de la nulidad desde un punto de vista objetivo, marco dentro del cual lo que se determina la configuración de las causales de anulación del acto electoral con independencia de las situaciones fácticas que puedan suceder al interior de las relaciones o alianzas que surjan de los movimientos y/o partidos políticos, o entre los miembros de estos. 

De esta manera, teniendo en cuenta que el Concejo Municipal de Bucaramanga está integrado principalmente por el Partido Liberal que cuenta con 10 concejales, el cual, a su vez, se encuentra aliado en oposición al gobierno municipal con dos de los partidos que son minoría en dicha Corporación, resulta válido concluir que no necesariamente los demás integrantes de los partidos con menor representación como el Centro Democrático, el Partido Social de Unidad Nacional, Cambio Radical, Alianza Social Independiente – ASI – y el Polo Democrático Alternativo deben tener participación en dicha Corporación, en atención a su condición neutral o independiente. Pues como se expuso con anterioridad, un concepto es relativo al de oposición y otro al de mayorías. 

Corolario, es necesario hacer énfasis en que si bien dos de los partidos minoritarios se encuentran actualmente aliados con el que ostenta la mayoría en la referida Corporación para hacer oposición al gobierno municipal, lo cierto es que ello no varía en nada su condición de minorías en términos de representación, puesto que dichos partidos continúan en su estado minoritario al interior del concejo, lo cual es directamente proporcional al número de curules obtenidas en el Congreso de la República, de tal manera que en cualquier momento pueden decidir disolver el pacto de coalición y pasar a ser independientes o adeptos del gobierno, aspecto de relevancia, puesto que la afinidad de ideología política no implica necesariamente que un partido sea subsumido por otro.

De lo expuesto, esta Sala de Decisión destaca que los derechos de la oposición bajo ninguna perspectiva podrían verse afectados o limitados por la existencia de alianzas entre partidos de una u otra postura política al interior de un cuerpo colegiado, por el contrario, lo que se patrocina es la pluralidad en el ejercicio de esta actividad que se caracteriza por ser altamente dinámica, y en ese orden, el alcance de la norma que el demandante adujo como vulnerada, no cercena la posibilidad que tienen tanto los partidos minoritarios como los de oposición en tener su representación en las mesas directivas.  

En el caso sub lite se observa que la primera vicepresidencia del Concejo Municipal de Bucaramanga fue designada al concejal Pedro Nilson Amaya Martínez, miembro del partido minoritario Opción Ciudadana que, sin perjuicio de integrar el pacto de oposición, desarrolla cabalmente el cumplimiento de lo ordenado en el inciso 2º del artículo 112 superior.

Por las razones expuestas, se advierte que las pretensiones de la tutela de la referencia no tienen vocación de prosperidad, puesto que mal haría este juez constitucional en amparar los derechos fundamentales que, a juicio de la parte activa se consideran vulnerados con la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Santander, teniendo en cuenta que la línea política propugnada en cada uno de los partidos o movimientos políticos, es un aspecto propiamente subjetivo, mientras que la minoría es una posición derivada del grado de representación que ostentan aquellos en el Congreso de la República, siendo directamente proporcional al número de curules obtenidas en dicha Corporación.   

2.6. Conclusión

Así las cosas, concluye ésta Sala de Decisión que en el caso concreto no se configuró el defecto específico planteado por el tutelante, consistente en la violación directa de la Constitución, en consecuencia, esta judicatura modificará la sentencia de primera instancia proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por medio de la cual se declaró la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional, para en su lugar, denegar las pretensiones de la tutela de la referencia.



3. DECISIÓN
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:
PRIMERO: MODIFICAR la sentencia de 15 de agosto de 2018 por medio de la cual, la Sección Cuarta del Consejo de Estado declaró la improcedencia de la acción de tutela interpuesta por el señor Jorge Edgar Flórez Herrera, para en su lugar, NEGAR las pretensiones de la demanda por las razones expuestas en este proveído.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

La presente decisión se discutió y aprobó en sesión de la fecha.
ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera
CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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� En calidad de concejal del municipio de Bucaramanga y miembro del Partido Polo Democrático.


� «Unión transitoria de personas, grupos políticos o países con un interés determinado.» Concepto extraído del Diccionario de la Real Academia de  la Lengua Española.


� Inscribió su candidatura a la Alcaldía de Bucaramanga por el Movimiento Cívico, Lógica Ética y Estética.


� Miembro del Partido Liberal.


� Miembro del Partido Opción Ciudadana.


� Miembro del Partido Liberal.


� «ARTICULO 112. <Artículo modificado por el artículo 5 del Acto Legislativo 1 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que se declaren en oposición al Gobierno, podrán ejercer libremente la función crítica frente a este, y plantear y desarrollar alternativas políticas. Para estos efectos, se les garantizarán los siguientes derechos: el acceso a la información y a la documentación oficial, con las restricciones constitucionales y legales; el uso de los medios de comunicación social del Estado o en aquellos que hagan uso del espectro electromagnético de acuerdo con la representación obtenida en las elecciones para Congreso inmediatamente anteriores; la réplica en los mismos medios de comunicación.





Los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos. (…)» (Énfasis de la Sala)





� Folio 12 del expediente de tutela. 


� Folios 31 a 35 del expediente de tutela. 


� Folios 36 a 37 del expediente de tutela. 


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� «El o los partidos que se declaren en oposición al alcalde, tendrán participación en la primera vicepresidencia del Concejo.»





